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RV: CONTESTACION DEMANDA HECTOR EMILIO LEIVA OROZCO - RAD. -
11001333501620220021500

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 21/02/2023 7:42 AM

Para: Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: MYRIAM.ROZO@FISCALIA.GOV.CO <MYRIAM.ROZO@FISCALIA.GOV.CO>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo justicia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente,

 
Grupo de Correspondencia 

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
Sede Judicial  CAN

CAMS

De: Myriam Stella Rozo Rodriguez <myriam.rozo@fiscalia.gov.co>
Enviado: lunes, 20 de febrero de 2023 16:38
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: ancasconsultoria@gmail.com <ancasconsultoria@gmail.com>
Asunto: CONTESTACION DEMANDA HECTOR EMILIO LEIVA OROZCO - RAD. - 11001333501620220021500
 
Señores  
JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ
Juez Dra. Blanca Liliana Poveda Cabezas
E.S.D.
 
Asunto:                      Contestación demanda
Clase de Proceso:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Radicado:                  11001333501620220021500
Demandante:            HECTOR EMILIO LEIVA OROZCO
Demandado:              Fiscalía General de la Nación   
 
Actuando conforme a poder debidamente otorgado y con base en la delegación conferida en la
Resolución 0-259 del 29 de marzo de 2022, expedida por el Fiscal General de la Nación,
amablemente y dentro del término, remito contestación de la demanda y sus respectivos
anexos así:
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Poder y sus anexos
PDF Elementos Outlook – Solicitud antecedentes
 
Nota:  Con este correo se envía copia de la contestación de la demanda y anexos al apoderado
del demandante.
Favor acusar recibido.
Atentamente,
MYRIAM STELLA ROZO RODRÍGUEZ.
Apoderada FGN
 
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier
anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada
por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o
toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido. NOTA CONFIDENCIAL DE
LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene
información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona
o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este
mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma
cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido.
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Bogotá D.C. 

 
Señores    
JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 
Juez Dra. Blanca Liliana Poveda Cabezas  
E.S.D. 
 
Asunto:                      Contestación demanda  
Clase de Proceso:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado:                  11001333501620220021500 
Demandante:            HECTOR EMILIO LEIVA OROZCO 
Demandado:              Fiscalía General de la Nación     
 
 
MYRIAM STELLA ROZO RODRÍGUEZ, domiciliada en Bogotá, identificada con la 
cédula de ciudadanía número 51.961.601 de Bogotá, y con Tarjeta Profesional número 
160.048 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderada 
especial de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, de conformidad con el poder 
que adjunto con sus respectivos anexos, respetuosamente y dentro de la oportunidad 
legal, me dirijo a su Despacho a fin de CONTESTAR LA DEMANDA del asunto de la 
referencia, en los siguientes términos:  
 

FRENTE AL CAPÍTULO DE LOS HECHOS: 

 

 A LOS NUMERALES 1.1 al 1.7: No son hechos, corresponde a apreciaciones del 
demandante, utilizadas para argumentar las pretensiones de la demanda. 
 
AL NUMERAL 1.8, 1.9, 1.10,1.11: Son ciertos, conforme a las pruebas aportadas 
con la demanda. 
 

AL NUERAL 1.12: No me consta la afirmación realizada en este numeral. 
 
AL NUERAL 1.13: E cierto. 
 

FRENTE A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 
 

 
 Me opongo a todas y cada una de las pretensiones, teniendo en cuenta que carecen 
de fundamentos facticos y jurídicos, por cuanto los actos demandados se limitaron a 
señalar el cumplimiento de un deber legal que le impuso el legislador a la Fiscalía 
General de la Nación a través del Decreto 3131 de 2005, el cual cuenta con plena 
vigencia y validez jurídica, al ceñirse a la Constitución y la Ley, como se entrará a 
demostrar en los capítulos siguientes de esta contestación. 
 
Así mismo es importante indicar que en este caso el demandante se encuentra en 
carencia de objeto para pedir puesto que la jurisprudencia del Consejo de Estado, más 
exactamente en la sentencia de 19 de junio de 2008, expediente 0867-06, M. P. Dr. 
Jaime Moreno García, ha indicado que respecto a la legalidad de su carácter “no 
salarial”, no es viable su inclusión como factor integrante de salario antes del 1º de 
enero de 2009, pues solo a partir de tal fecha por expresa disposición del decreto 
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3900 del 2008, constituye factor para determinar las cotizaciones al sistema de 
seguridad social en salud y pensión.  
 
Respecto a las costas y agencias en derecho me opongo, en principio bajo el entendido 
que en el presente caso no procede el reconocimiento y pago de lo pretendido en esta 
demanda. Igualmente es oportuno precisar que las costas corren a cargo de la parte 
vencida en el proceso y solo habrá lugar al pago de las mismas cuando en el 
expediente aparezca que las mismas se causaron y que estén plenamente 
comprobadas, como así lo estipuló el Consejo de Estado, mediante la siguiente 
sentencia:  
 
“Como se advierte, la citada norma no impone al funcionario judicial la obligación de 
condenar en costas, solo le da la posibilidad de “disponer”, esto es, no impone 
la condena de manera automática frente a aquel que resulte vencido en el 
litigio, pues debe entenderse que tal condena es el resultado de observar una serie 
de factores, tales como, la temeridad, la mala fe y la existencia de pruebas en 
el proceso sobre la causación de gastos y costas en el curso de la actuación, 
en donde el juez ponderando tales circunstancias, debe pronunciarse sustentando su 
decisión de procedencia.” (Negrilla fuera del texto). 1 

 
EXEPCIONES 

 
CARENCIA DE OBJETO PARA PEDIR  
 
Frente al particular se debe observar que el Decreto 3131 de 2005 contempla una 
bonificación por actividad judicial para ciertos cargos enunciados de manera taxativa 
en la misma norma; ahora bien inicialmente dicha bonificación no tendría carácter 
salarial alguno, no obstante el Decreto 3900 de 2008 determino que este rubro 
constituiría factor salarial para determinar el ingreso base de cotización del Sistema 
General de Pensiones, y de acuerdo con la Ley 797 de 2003, para cotización al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.  
 
Conforme lo anterior, se observa claramente que el articulado que regula la 
bonificación por actividad judicial determino que su carácter salarial se vería limitado, 
única y exclusivamente para cotizaciones en pensión y salud, mas no para 
prestaciones sociales u otro tipo de retribuciones económicas; siendo claro así que lo 
pedido por la parte demandante sobrepasa lo dispuesto en la legislación, por lo que 
estamos ante una carencia de objeto para pedir, pues lo solicitado no encuentra 
contemplado en el mundo jurídico.  
 
2. CONSTITUCIONALIDAD DE LA RESTRICCIÓN DEL CARÁCTER SALARIAL.  
 
La regulación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de 
acuerdo con la Constitución Política Art. 150, numerales 19, literales e y f, y el Art. 12 
de la Ley 4ª de 1992, es competencia del Congreso de la República y del Gobierno 
Nacional, siendo titulares de esta facultad de manera complementaria y cooperativa, 
siendo este último el preferente para establecer esta regulación siempre sujeto por 
los criterios y objetivos establecidos por el Legislador previstos en la Ley 4ª de 1992.  
En virtud de lo anterior, es claro que la creación, modificación o extinción de 
retribuciones salariales, prestacionales y de otra índole, en el sector público siempre 

 
1 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION SEGUNDA, SUBSECCION “A”, 
Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ (E), Bogotá, D.C., dieciséis (16) de julio dos mil quince (2015), 
Radicación número: 25000-23-42-000-2013-00455-01(4044-13).   
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deberán estar contenidas en leyes, decretos o demás normativa procedente para el 
caso; contrario al caso del sector privado que solo se tiene en cuenta la autonomía de 
la voluntad de las partes del contrato laboral.  
 
Por lo tanto, es pertinente en esta instancia dilucidar que si bien un pago laboral que 
percibe un trabajador público eventualmente puede categorizarse como “salario”, no 
necesariamente dicho emolumento automáticamente debe estar inmerso en la base 
de liquidación de las prestaciones sociales u otras retribuciones laborales que esté 
perciba, pues pueden darse una restricción legal y constitucional al carácter salarial 
de cada rubro; es por ello que para estudiar dicha dicotomía, se hace necesario 
analizar el alcance del concepto de “salario” en nuestro ordenamiento jurídico, para 
luego estudiar las diferentes posiciones jurisprudenciales respecto del reconocimiento 
de un rubro laboral como base de liquidación de otros montos.  
 
En el ámbito internacional, la Organización Internacional del Trabajo – OIT a través 
del Convenio 095 de 1949 sobre la protección del salario, ha establecido diferentes 
mecanismos a efectos de asegurar el pago efectivo de una remuneración 
indistintamente de su denominación, así como de proteger el salario ante eventuales 
descuentos o embargos que afecten arbitrariamente la retribución del trabajador, no 
obstante es de tenerse en cuenta que la definición de “salario” de dicho convenio, es 
adoptada únicamente para determinar el alcance de las disposiciones de ese mismo 
convenio, por lo cual no es dable otorgarle un alcance mayor.  
 
Así lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en 
sentencia del 15 de marzo del 2017, identificada con radicación No. 480012, en la 
cual indica:  
 
“Es pertinente precisar por la Sala que el sentido amplio del vocablo “salario” 
contenido en el artículo 1º del Convenio 95 únicamente aplica dentro del 
alcance del mismo convenio, es decir para asegurar la protección del pago efectivo 
de la remuneración o ganancia, sea cual fuere su denominación o método de cálculo, 
debida por un empleador a un trabajador en virtud de un contrato de trabajo, ya sea 
escrito o verbal, por el trabajo que este último haya efectuado o deba efectuar, o por 
servicios que haya prestado o deba prestar, más no tiene aplicación cuando se 
trata de definir el carácter salarial para efectos de liquidar prestaciones, 
pues clara y expresamente la definición convencional internacional limita 
su ámbito material de aplicación “a los efectos del presente Convenio”, esto 
es para proteger su pago efectivo, lo cual significa que no son contrarios al 
convenio los artículos 127 y 128 del CST que definen cuáles devengados 
tienen o no naturaleza salarial, pues la intención de estos preceptos es 
definir los factores salariales a tener en cuenta para liquidar una prestación 
o un beneficio determinado, como también sirven para garantizar el salario 
mínimo.” (Negrilla fuera del texto)  
 
A la par, en esta misma jurisprudencia, la Corte Suprema de Justicia acoge el 
pronunciamiento de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones de la OIT dado en el Estudio General de 20033, y analiza lo 
siguiente: 

 
2 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Laboral. SL3711-2017 Radicación n.°48001, Magistrado ponente: 
Jorge Mauricio Burgos Ruiz, Acta 09, Bogotá, D. C., quince (15) de marzo de dos mil diecisiete (2017).   
3 CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO, 91ª reunión 2003, informe III (Parte 1B), Tercer punto del orden 
del día: Informes y memorias sobre la aplicación de convenios y recomendaciones, Estudio General de las memorias 
relativas al Convenio (num. 95) y a la Recomendación (núm. 85) sobre la protección del salario, 1949, Informe de la 
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“En este mismo sentido se ha pronunciado la CEACR, en el párrafo 47 en el estudio 
general de 2003 precitado, como se puede ver enseguida:  
 
47. (…) Al adoptar las conclusiones del Comité tripartito establecido para examinar 
esta reclamación, el Consejo de Administración consideró que el hecho de que 
una prestación salarial, cualquiera sea su denominación, no se integre en la 
definición de salario recogida en la legislación nacional no constituye 
automáticamente una violación del Convenio, siempre que la remuneración o 
ganancia debida, cualquiera que sea su denominación, gocen de la cobertura 
proporcionada por las disposiciones de los artículos 3 a 15 del Convenio4.”  
 
En otras palabras, en los términos del Convenio 95 de la OIT, fundamento 
constitucional del artículo 65 del CST, el concepto amplio del término “salario” 
en él contenido no se ve afectado de forma inmediata por la naturaleza 
salarial o no que le sea otorgada por el derecho de origen interno a un pago 
realizado por el empleador al trabajador, si la remuneración o ganancia debida, 
cualquiera que sea su denominación, gocen de la protección del convenio 
proporcionada por las disposiciones de los artículos 3 al 15 del instrumento; por la 
misma razón, determina la Sala, la definición del tan mentando artículo 1º tampoco 
puede ir más allá de su alcance.” (Negrilla fuera del texto)  
 
Ahora bien, en el plano nacional, la definición de “salario” se delimita en los Arts. 
127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo – C.S.T. -, de los cuales la Corte 
Constitucional en sentencia C-521 de 19955 realizó un amplio estudio de su 
constitucionalidad, concluyendo que:  
 
“Teniendo en cuenta las reformas hechas por la Ley 50 de 1990 a los arts. 127, 128, 
129, 130 y 132 del C.S.T., la regla general es que constituye salario no sólo la 
remuneración ordinaria, fija o variable sino todo lo que recibe el trabajador en dinero 
o en especie como contraprestación o retribución directa y onerosa del servicio, y que 
ingresan real y efectivamente a su patrimonio, es decir, no a título gratuito o por mera 
liberalidad del empleador, ni lo que recibe en dinero en especie no para su beneficio 
ni para enriquecer su patrimonio, sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, ni 
las prestaciones sociales, ni los pagos o suministros en especie, conforme lo acuerden 
las partes, ni los pagos que según su naturaleza y por disposición legal no 
tienen carácter salarial, o lo tienen en alguna medida para ciertos efectos, 
ni los beneficios o auxilios habituales u ocasionales, acordados convencional o 
contractualmente u otorgados en forma extralegal por el empleador, 
cuando por disposición expresa de las partes no tienen el carácter de 
salario, con efectos en la liquidación de prestaciones sociales.  
 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 
12 de febrero de 1993 (radicación 5481. Acta número 7, Sección Segunda 
M.P. Hugo Suescún Pujols), al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 

 
Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones (artículos 19, 22 y 35 de la Constitución). ISBN 
92-2-312874-9. ISSN 0251-3226. Primera Edición 2003. Párrafo 47.   
4 Véase el informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por 
Venezuela del Convenio núm. 95, presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por varias 
organizaciones de trabajadores, documento GB.268/14/9, párrafos 21-22, págs. 7 y 8.   
5 CORTE CONSTITUCIONAL, C-521 - 1995 - Expediente NO. D-902 - Demanda de Inconstitucionalidad contra un 
segmento de los artículos 15 y 16 de la Ley 50 de 1990 - Magistrado Ponente: Dr. Antonio Barrera Carbonell. Bogotá, 
D.C., Diez y seis (16) de noviembre de mil novecientos noventa y cinco de 1995.   
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del Código Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la ley 50 de 1990, expuso lo 
siguiente:  
 
"(…) Lo que verdaderamente quiere decir la última parte del artículo 15 de 
la ley 50 de 1990, aunque debe reconocerse que su redacción no es la más 
afortunada, es que a partir de su vigencia pagos que son "salario" pueden 
no obstante excluirse de la base de cómputo para la liquidación de otros 
beneficios laborales (prestaciones sociales, indemnizaciones, etc)". 
 

"Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que 
aún cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las 
prestaciones sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del 
trabajador, no existe ningún motivo fundado en los preceptos 
constitucionales que rigen la materia o en la recta razón, que impida al 
legislador disponer que una determinada prestación social o indemnización 
se liquide sin consideración al monto total del salario del trabajador, esto 
es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza 
salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter. El Legislador puede entonces 
también -y es estrictamente lo que ha hecho- autorizar a las partes celebrantes un 
contrato individual de trabajo, o de una convención colectiva de trabajo o de un 
pacto colectivo, para disponer expresamente que determinado beneficio o 
auxilio extralegal, a pesar de su carácter retributivo del trabajo, no tenga 
incidencia en la liquidación y pago de otras prestaciones o indemnizaciones. 
(…)".  
(…)  
Estima la Sala que es de la competencia del legislador, dentro de la libertad 
que tiene como conformador de la norma jurídica, determinar los elementos 
de la retribución directa del servicio dentro de la relación laboral 
subordinada, esto es, lo que constituye salario, con arreglo a los criterios y principios 
ya mencionados, lo cual le impide desconocer la primacía de la realidad sobre la forma 
y mudar arbitrariamente la naturaleza de las cosas, como sería quitarle la naturaleza 
de salario a lo que realmente tiene este carácter.  
 
Igualmente, dicha competencia se extiende a la determinación expresa, 
respetando los referidos criterios y principios, o deferida a la voluntad de 
las partes, de los pagos o remuneraciones que no constituyen salario para 
los efectos de la liquidación de prestaciones sociales. Esto último es 
particularmente admisible, dado que la existencia del contrato y de los acuerdos y 
convenios de trabajo como reguladores de las relaciones de trabajo es 
reconocida por la propia Constitución (art. 53), en cuanto no menoscaben 
la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.” (Negrilla 
fuera del texto)  
 
Con lo anterior se destaca que si bien un pago laboral puede incluirse dentro de la 
definición de “salario” que prevé tanto la disposición internacional como la norma 
nacional, ello no implica que a dichos valores se les deba otorgar un reconocimiento 
automático de ser base de liquidación de prestaciones sociales y demás emolumentos 
laborales que percibe un empelado, pues tanto en la norma como en la jurisprudencia 
se observa la facultad del legislador para determinar cuál pago se incluye o no, dentro 
de las bases de liquidación de otros factores.  
 
Es así como a efectos de analizar la posibilidad de la restricción del carácter salarial 
de un emolumento laboral, se deben de tener en cuenta las providencias emanadas 
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de los altos tribunales judiciales del país, más en específico la que ya ha regulado la 
materia:  
 
 
I. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 0867-066:  
 
En este caso el actor solicitó la declaración de nulidad de los artículos 1° -parcial- y 2° 
del Decreto 3131 del 05 de septiembre de 2005, “Por el cual se establece una 
bonificación de actividad judicial para jueces y fiscales”, en esta ocasión el Consejo de 
Estado determinó:  
 
“En vigencia de la Constitución de 1886 era función del Congreso definir las escalas 
salariales de las distintas categorías de empleos en el nivel nacional; a partir de la 
expedición de la Constitución de 1991 tal facultad fue trasladada al 
Gobierno Nacional sujeto a los objetivos y criterios establecidos por el 
Congreso (C.P. art. 150 # 19)  
En ejercicio de dicha potestad, el Congreso Nacional expidió la Ley 4ª de 1992 como 
norma de carácter general y así el Gobierno quedó facultado para fijar el 
régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros 
del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública.  
 
(…)  
 

Por su parte, la Corte Constitucional al resolver la demanda de inconstitucionalidad 
contra los artículos 15 y apartes del 14 de la Ley 4ª de 1992, en cuanto allí se 
contemplaba que la prima especial de servicios no tiene carácter salarial, en sentencia 
del C-279/96 del 24 de junio de 1996, afirmó:  
 
“En varias ocasiones, la jurisprudencia constitucional del país, expresada por 
la Corte Suprema de Justicia antes de 1991, y luego por la Corte 
Constitucional, ha manifestado que no existe derecho adquirido a la 
estabilidad de un régimen legal. Las normas legales acusadas bien podían 
entonces disponer que no se consideraran parte del salario, para efecto de 
liquidar prestaciones sociales, ciertas remuneraciones que, a la luz de 
criterios tradicionales, deberían haberse tenido como parte de aquel...”  
De igual manera, ya la Corte Suprema de Justicia, había fijado su posición 
con relación a la discrecionalidad del legislador para determinar qué 
constituye parte del salario, al pronunciarse sobre la constitucionalidad del 
artículo 15 de la Ley 50 de 1990, (…)  
 
Conforme a lo expuesto, considera la Sala que las normas acusadas, al señalar 
que la bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni 
prestacional, no desconocieron ningún derecho adquirido ni violaron las 
disposiciones legales y constitucionales citadas en la demanda.  
 
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el 
actor, la bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para 
mejorar el salario, es decir se trata de una suma adicional a la asignación 
básica, constituida, desde un principio, sin carácter salarial. Por ello resulta 
desacertado que se alegue una desmejora del mismo, y no puede concebirse 

 
6 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Radicación número: 11001-03-25-000-2006-00043-
00(0867-06). Consejero ponente: JAIME MORENO GARCIA - Bogotá, D.C., diecinueve (19) de junio de dos mil ocho 
(2008).   
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que una disposición que tiene como finalidad mejorar las condiciones 
económicas de un trabajador pueda lesionar y desmejorar el derecho al 
trabajo.  
 
Así las cosas, no existe una situación jurídica consolidada, por cuanto la 
bonificación especial no existía con anterioridad a la Ley 4ª de 1992, y además, porque 
las normas acusadas fueron expedidas dentro de las facultades del Gobierno, de 
acuerdo con los artículos 14 y 15 de la Ley 4a. de 1992, declarados exequibles por la 
Corte Constitucional.” (Negrilla fuera del texto)  
 
El Consejo de Estado concluyó que las normas acusadas no son objeto de declaración 
de nulidad en atención a que es posible que el legislador determine que sumas 
laborales son consideradas como salario y cuáles no, con efectos en liquidación de 
prestaciones sociales; considerando además que al ser la bonificación de actividad 
judicial un emolumento que desde el principio se concibió sin carácter salarial, no es 
posible que después se predique que existiere una desmejora de los derechos del 
trabajador, y al ser su creación posterior a la Ley 4ª de 1992 tampoco se puede 
predicar que existiere una situación jurídica consolidada que deba quedar incólume.  
 
II. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 0984-067:  
 
Por medio del caso en mención se le solicita a la Corporación la nulidad de los artículos 
1° y 2° del Decreto No. 3131 de 8 de septiembre y 1° del Decreto 3382 de 23 de 
septiembre de 2005, expedidos por el Gobierno Nacional, por el cual se establece una 
bonificación de actividad judicial para jueces y fiscales, al respecto el Consejo de 
Estado reitera lo indicado en la sentencia antes citada.  
 
III. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 3458-148:  
 
En el caso en especie, se le solicitó al Consejo de Estado a título de restablecimiento 
el derecho: i) que la parte demandada reliquide la pensión de jubilación del 
demandante teniendo en cuenta la Bonificación por actividad judicial D3131/2005; 
para lo cual la Corporación negó las pretensiones de la demanda indicando:  
 
“Ahora bien, mediante sentencia de 19 de junio de 2008, la Sección Segunda del 
Consejo de Estado, con ponencia del doctor Jaime Moreno García manifestó 
que la bonificación por actividad judicial no tiene naturaleza salarial, la cual 
es recalcada en el artículo 1º del Decreto 3131 de 2005, sino que se trata 
de una suma adicional a la asignación básica, (…)  
 
A idénticas conclusiones arribó la misma subsección mediante sentencia de 27 de 
febrero de 2011, con ponencia de la doctora Bertha Lucía Ramírez De Páez, en la 
cual manifestó que la bonificación por actividad judicial no se aplica como 
factor salarial o prestacional antes del 01 de enero de 2009, fecha a partir 
de la cual entró en vigencia el Decreto 3900 de 2008, como lo señalo así:  
 
“El carácter de bonificación por actividad judicial cambió a partir del 1 de enero de 
2009, por expresa disposición del Decreto 3900 de octubre de 2008, según el cual 

 
7 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Radicación No. 11001-03-25-000-2006-00047-00(0984-
06). Consejera Ponente: Bertha Lucia Ramírez De Páez - Bogotá, D.C., diecisiete (17) de febrero de dos mil once 
(2011)   
8 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Subsección B - Radicación número: 41001-23-33-000-
2012-00187-01(3458-14). Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez - Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de 
dos mil diecisiete (2017)   
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constituye factor para determinar las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en 
salud y pensión. Al existir pronunciamiento judicial respecto a la legalidad del carácter 
“no salarial” de la bonificación por actividad judicial en vigencia del Decreto 3131 de 
2005, no es viable su inclusión como factor salarial o prestacional antes del 1 de enero 
de 2009, fecha a partir de la cual el Gobierno Nacional le confirió tal connotación. Así 
pues, la bonificación por actividad judicial que devengó la demandante en 
el año 2007, no constituye factor salarial para determinar el ingreso base 
de liquidación pensional porque el artículo 1 del Decreto 3131 de 2005, que 
esta Corporación encontró ajustado a la ley por los cargos analizados, no le 
otorgó ese carácter. Sólo constituye factor salarial y prestacional a partir 
del 1 de enero de 2009 por expresa disposición legal”. (Negrilla fuera del texto) 
 
Conforme las sentencias ya emanadas por el alto tribunal de lo contencioso 
administrativo sobre el particular y concluyendo en lo especifico, la disposición 
contenida en el Decreto 3131 de 2005 que determina que la bonificación por actividad 
judicial constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud, es totalmente 
legitima, legal y constitucional, en atención a que el legislador o el Gobierno Nacional 
pueden discrecionalmente especificar qué rubro constituye factor salarial con 
implicaciones en la base de liquidación de las prestaciones sociales o demás 
emolumentos salariales, facultad está que es avalada con el estudio de 
constitucionalidad realizado por la Corte Constitucional, que a su vez en varias 
ocasiones ha sido retomado por el Consejo de Estado, y por lo tanto no se puede 
predicar la nulidad o ilegalidad de los actos administrativos emanados por la Entidad 
con base en la mentada norma.  
 
Siendo así no es posible asegurar que los actos administrativos emitidos por esta 
Entidad, en los que se niega la solicitud de otorgar naturaleza salarial distinta a la 
contemplada en la normatividad, a efectos de que la bonificación por actividad judicial 
haga parte de la base de liquidación para computo de todas las prestaciones sociales, 
sean nulos, toda vez que dichos actos se ciñen estrictamente a lo contemplado en el 
Decreto 3131 de 2005 y sus modificatorios, el cual como se analizó en este acápite es 
plenamente constitucional y legal.  
 
3. CUMPLIMIENTO DE UN DEBER LEGAL  
 
La Fiscalía General de la Nación ha adelantado todas sus actuaciones en cumplimiento 
de un deber legal, pues como bien lo ha establecido la Constitución Política de 
Colombia las autoridades administrativas deben cumplir a cabalidad la ley; en el mismo 
sentido lo ha establecido la Ley 1437 de 2011 – CPACA – en su artículo 10, así:  
 
“ARTÍCULO 10. DEBER DE APLICACIÓN UNIFORME DE LAS NORMAS Y LA 
JURISPRUDENCIA. Al resolver los asuntos de su competencia, las autoridades 
aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de 
manera uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. 
(…)” (Negrilla fuera del texto)  
 
En complemento, el Consejo de Estado ha determinado que la proposición de 
“cumplimiento de un deber legal”, comprende:  
 
“Como se sabe, el estricto cumplimiento de un deber legal es una permisión con la 
que se declara ajustada al derecho la realización de ciertas conductas 
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típicas llevadas a cabo por un agente en cumplimiento de lo dispuesto por 
el mismo ordenamiento jurídico.” (Negrilla y subrayado fuera del texto)  
 
Siendo así, es claro que la Entidad debe dar cumplimiento cabal de la ley y las normas 
que la regulen; para este caso en específico es de anotar que la Fiscalía General de la 
Nación actuó en cumplimiento del deber que se le impone, puesto que la promulgación 
del Decreto 3131 de 2005 obedece a la función que prevé la Constitución Política de 
que el Congreso debe “Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y 
criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: (…)e) 
Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del 
Congreso Nacional y la Fuerza Pública”9, en virtud de lo cual el Congreso de la 
República procedió a dictar la Ley 4ª de 1992 en la que se determinan las diferentes 
normas, principios, criterios y objetivos a los que se debe ceñir el Gobierno Nacional 
a la hora de regular el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, en 
este caso los de la Fiscalía General de la Nación, con lo que se evidencia claramente 
la concreción del deber de colaboración y complementación entre las ramas del poder 
público establecido en el art. 113 de la C.P., pues el legislador conserva su facultad 
de regular las normas básicas, y mediante el Gobierno Nacional responder 
inmediatamente a los hechos o situaciones que se presenten en el ámbito laboral 
público.10  
 
Por lo tanto, al ser el Decreto 3131 de 2005 una norma claramente constitucional, 
legal y legítima, no solo en cuanto a la forma en la que se promulgó, pues obedece a 
las facultades que desde la misma Constitución se le otorgó al Gobierno Nacional, 
reguladas por los criterios señalados por el Congreso de la República; sino que también 
al mismo tiempo es producto de la facultad discrecional del legislador, en este caso 
del Gobierno Nacional, de limitar o restringir el carácter salarial de una retribución 
reconocida a un servidor.  
 
En conclusión, la Fiscalía General de la Nación, está en la obligación constitucional y 
legal de dar cumplimiento estricto a las normas que se han promulgado, como las que 
regulan la bonificación por actividad judicial reconocida a los funcionarios de esta 
Entidad, siendo claro que es una norma que goza de plena validez jurídica y 
presunción de legalidad, tanto por la forma como por el contenido de la misma, sin 
que sobre ella pese ninguna decisión de inconstitucionalidad, ilegalidad, o derogación.  
 
4. COBRO DE LO NO DEBIDO:  
 
Como ya se indicó, el Decreto No. 3131 de 2005, que contempla que la bonificación 
por actividad judicial, es plenamente legal, por lo tanto dicha circunstancia permite 
afirmar que a la totalidad de los funcionarios objeto de la norma, se les han venido 
cancelando, conforme a las normas que los regulan, todos sus salarios y prestaciones, 
que se desprenden de la relación legal y reglamentaria sostenida con la Entidad, por 
lo que resulta claro que no hay suma adicional alguna a la que tengan derecho y que 
se les deba cancelar.  
 
Se concluye entonces que la Fiscalía General de la Nación dio aplicación a lo que en 
materia salarial y prestacional debe seguirse para los servidores de la Fiscalía General 
de la Nación, de acuerdo con el régimen vigente, y en consecuencia a la Entidad que 
represento no le es dable entrar a reconocer lo que la ley no le concede.  

 
9 Constitución Política de Colombia, Art. 150, numeral 19, literales e) y f).   
10 Corte Constitucional, C – 312 de 1997, Ibidem,   
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5. PRESCRIPCIÓN DE LOS DERECHOS LABORALES.  
 
Es de analizarse, sin que ello signifique aceptar derecho alguno, que en el caso 
hipotético en el que el Despacho considere procedente las pretensiones de la 
demanda, bajo el entendido que la bonificación por actividad judicial constituya base 
para liquidar todas las prestaciones sociales y salariales, y acceda a la consecuente 
reliquidación y pago de ciertos derechos laborales, a la par esté debe analizar que a 
la fecha parte de dichos derechos se encuentran a todas luces prescritos en virtud de 
lo dispuesto en las siguientes normas:  
 
• • Art. 102 del Decreto 1848 de 1969  

• • Art. 151 del Código Procesal del Trabajo  

• • Art. 488 del Código Sustantivo del Trabajo  
 
Por lo anterior en el presente caso se aplica la prescripción, al considerarse que el 
ejercicio de un derecho se extingue con el solo transcurso del tiempo de acuerdo a las 
condiciones descritas en las normas que para cada situación se dicten; en particular 
para el caso de derechos laborales la norma prevé que el plazo máximo para solicitar 
el reconocimiento de dichos derechos es de 3 años contados desde su exigibilidad.  
 
Además de lo anterior se observa que la norma permite interrumpir este término de 
prescripción extintiva con el simple reclamo del trabajador al empleador, sin embargo, 
esta interrupción solo se dará por una sola vez y por un término igual, como lo prevé 
el Art. 94 del Código General del Proceso.  
 
En virtud de la normativa citada y para el sub lite, se debe tener en cuenta que la 
parte demandante solicito mediante derecho de petición, las pretensiones que en 
la presente se incoan, hasta el pasado 07 de febrero de 2020, es solo desde 
mentada fecha que se deberá analizar la interrupción de la prescripción de los 
derechos laborales, es decir que solo estarán vigentes a la fecha los derechos laborales 
que se hayan causado y sean exigibles desde 3 años atrás, a saber desde el 07 de 
febrero de 2017, puesto que todo lo causado y exigible con anterioridad se 
encuentra prescrito de pleno derecho en cumplimiento de la normativa laboral y ante 
la omisión de presentación de reclamación con anterioridad.  
 
En consecuencia, es procedente que el Despacho, en el eventual caso en que 
considere que es legítima la reclamación de la parte actora, declare prescritos los 
derechos que se hayan causado y se hayan hecho exigibles con anterioridad al 06 de 
febrero de 2017, pues la interrupción de la prescripción dada por la presentación de 
la reclamación administrativa solo operó para mantener vigentes los derechos de la 
parte demandante desde dicha fecha.  
 
6. BUENA FE.  
 
Sin que implique reconocimiento de derecho alguno en favor de la parte demandante, 
esta excepción se propone en razón a que la Fiscalía General de la Nación ha actuado 
siempre de buena fe, teniendo en cuenta las normas legales vigentes, los principios 
aceptados por la Doctrina y la Jurisprudencia, por lo tanto, solicito se exonere de 
cualquier condena.  
 
7. LA GENÉRICA  
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Solicito a su Señoría que, en el evento de encontrarse acreditado cualquier hecho en 
el proceso que enerve las pretensiones del demandante, sea declarada la excepción 
correspondiente.  
 

FUNDAMENTACIÓN FACTICA Y JUDÍDICA DE LA DEFENSA  

 
 

EN LO CONCERNIENTE A LA BONIFICACIÓN DE ACTIVIDAD JUDICIAL – 
DECRETO 3131 DE 2005  
 
En relación con las Pretensiones de la demanda, en específico en lo que atañe al 
Decreto 3131 de 2005, se hace necesario e imprescindible traer a colación lo 
manifestado al respecto por el Consejo de Estado en sentencia de 12 de marzo de 
2008, expediente 10241-05, M.P. Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, en la que 
se negó las súplicas de la demanda en que se discutió la legalidad de unas expresiones 
contenidas en los artículos 1°, 3°, 4°, 5° y 6° del Decreto 3131 de 2005, con los 
siguientes argumentos:  
 
“(…) Del régimen salarial  
 
Como el argumento medular de la litis se circunscribe a la extralimitación en que 
incurrió el Gobierno al crear una bonificación con restricciones, contradiciendo con ello 
lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, la Sala precisará cuál es el 
contenido y alcance de la precitada disposición.  
 
La Constitución Política de 1991 en el artículo 150 numeral 19 – literal e) le dio al 
Congreso la potestad de dictar las normas generales y señalar en ellas los objetivos y 
criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno para fijar el régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos.  
 
Dentro de ese nuevo régimen de competencias, el Congreso dictó la Ley de carácter 
general 4ª de 1992 y el gobierno quedó facultado para fijar, mediante decreto, el 
régimen salarial de los empleados públicos del orden nacional, cualquiera que sea su 
sector, denominación o régimen jurídico, como en efecto se consagró en el artículo 
1º.  
La misma ley en su artículo 13 previó en forma especial una nivelación para el personal 
de la Fuerza Pública y en el Artículo 14 para los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial, concebida como una forma de poner en consonancia su régimen salarial con 
la labor desarrollada, atendiendo criterios de equidad.  
 
Dispuso el artículo 14, lo siguiente: (…)  
(…)  
 
Por su parte, el Decreto 3131, cuestionado en esta litis, “Por el cual se 
establece una bonificación de actividad judicial para jueces y fiscales”, fue 
expedido en desarrollo de las normas generales señaladas en la Ley 4ª de 
1992 y no como pretende hacerlo ver la actora, que lo fue en desarrollo del 
artículo 14, cuyo texto quedó transcrito, conclusión que surge del canon 
constitucional contenido en el artículo 150 – numeral 19 - literal e) y del contexto 
general de la Ley 4ª, que en su artículo 2º estableció los objetivos y criterios con base 
en los cuales ha de determinarse el régimen salarial, dentro de los que es pertinente 
señalar la utilización eficiente del recurso humano, la competitividad, la adopción de 
sistemas de evaluación y promoción, entre otros.  
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De modo que la bonificación por actividad judicial es apenas la expresión de 
la competencia ordinaria que otorga la ley salarial al Gobierno Nacional, que 
concibió tal rubro como el incentivo para el ejercicio eficiente de la actividad 
judicial, que bien podía remunerar a los servidores que revelaran concretos 
resultados en su gestión. Se evidencia entonces con claridad el alcance de esta 
retribución, diferente en todo caso a aquel, contenido en la redacción del artículo 14, 
que sin duda tuvo raíces en la continua apatía con que en el pasado se miró la labor 
de la justicia en nuestro país, lo que inspiró el interés por dignificarla y ponerla en 
consonancia con los nuevos derroteros consagrados en la Carta Política, para entonces 
de reciente expedición y provista de un novedoso contenido humanista y social del 
Estado.  
 
(…)  
 
De manera que, la legalidad del acto demandado no puede examinarse bajo el 
referente del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992. Por ello, los cargos que hace 
consistir la actora en la extralimitación de funciones, el irregular 
condicionamiento de la prima de actividad judicial en cuanto a vigencia, 
restricciones impuestas, que estima no consagró el citado artículo 14, no 
están llamados a prosperar. Con menor razón la “derogatoria” de este 
artículo, que sostiene tuvo lugar.  
(…)  
Los argumentos expuestos llevan a la Sala a concluir que las normas demandadas 
permanecen indemnes a los reproches del censor y así lo declarará. (…)” (Negrilla y 
subrayado fuera del texto).  
 
Por su parte, la Corte Constitucional al resolver la demanda de inconstitucionalidad 
incoada contra los artículos 15 y apartes del 14 de la Ley 4ª de 1992, en cuanto allí 
se contemplaba que la prima especial de servicios no tiene carácter salarial, en 
sentencia del C-279/96 del 24 de junio de 1996, afirmó:  
 
“Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que "el legislador 
conserva una cierta libertad para establecer, que componentes constituyen, 
o no salario, así como la de definir y desarrollar el concepto de salario, pues 
es de su competencia desarrollar la Constitución.  
 
Las definiciones de convenios internacionales que transcribe la actora no significan 
que el legislador nacional haya perdido la facultad de tomar o no en cuenta 
una parte de la remuneración que perciben los trabajadores para definir las 
bases sobre las cuales han de hacérseles otros pagos.  
 
Así pues, el considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no 
sean factor salarial, no lesiona los derechos de los trabajadores, y no implica 
una omisión o un incorrecto desarrollo del especial deber de protección que 
el Estado colombiano tiene en relación con el derecho al trabajo, ni se 
aparta de los deberes que Colombia ha adquirido ante la comunidad 
internacional.” (Negrilla y subrayado fuera del texto).  
 
Posición que fue reiterada en la sentencia C - 681 de 2003, en los siguientes términos:  
“(…) La Corte Constitucional examinó en su oportunidad la constitucionalidad de la 
expresión sin carácter salarial en los artículos 14 y 15 de la Ley 4ª de 1992 y los 
declaró exequibles. La sentencia C – 279 de 1996 estableció que “el legislador 
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conserva una cierta libertad para establecer, qué componentes constituyen 
salario, así como la de definir y desarrollar el concepto de salario, pues es 
de su competencia desarrollar la Constitución”. Más adelante afirmó que “el 
considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no sean factor salarial, no 
lesiona derechos de los trabajadores, y no implica una omisión o un incorrecto 
desarrollo del especial deber de protección que el Estado tiene en relación con el 
derecho al trabajo, ni se aparta de los deberes que Colombia ha adquirido ante la 
comunidad internacional. (…)” (Negrilla y subrayado fuera del texto). 
 

De igual manera, el Consejo de Estado, en sentencia del diecinueve (19) de junio de 
dos mil ocho (2008), adoptó lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia, respecto 
de la discrecionalidad del legislador para determinar qué constituye parte del salario, 
expresando:  
 
“De igual manera, ya la Corte Suprema de Justicia, había fijado su posición 
con relación a la discrecionalidad del legislador para determinar qué 
constituye parte del salario, al pronunciarse sobre la constitucionalidad del 
artículo 15 de la Ley 50 de 1990, en la que expresó:  
 
“...no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que 
rigen la materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que 
determinada prestación social o indemnización se liquide sin consideración 
al monto total de salario del trabajador, esto es que se excluyan 
determinados factores no obstante su naturaleza salarial, y sin que pierdan 
por ello tal carácter...”.  
 
Conforme a lo expuesto, considera la Sala que las normas acusadas, al señalar 
que la bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni 
prestacional, no desconocieron ningún derecho adquirido ni violaron las 
disposiciones legales y constitucionales citadas en la demanda.  
 
Ahora bien, según el demandante la bonificación por actividad judicial es, a la luz de 
lo normado por los artículos 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, un 
componente de la remuneración que tiene todas las características esenciales del 
salario, por lo que no le es permitido a la Administración suprimirle el carácter salarial.  
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el 
actor, la bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para 
mejorar el salario, es decir se trata de una suma adicional a la asignación 
básica, constituida, desde un principio, sin carácter salarial. Por ello resulta 
desacertado que se alegue una desmejora del mismo, y no puede concebirse 
que una disposición que tiene como finalidad mejorar las condiciones 
económicas de un trabajador pueda lesionar y desmejorar el derecho al 
trabajo.  
 
Así las cosas, no existe una situación jurídica consolidada, por cuanto la 
bonificación especial no existía con anterioridad a la Ley 4ª de 1992, y 
además, porque las normas acusadas fueron expedidas dentro de las 
facultades del Gobierno, de acuerdo con los artículos 14 y 15 de la Ley 4a. 
de 1992, declarados exequibles por la Corte Constitucional.” (Negrilla y 
subrayado fuera del texto).  
 
En suma, se puede observar claramente que el Consejo de Estado ya en varias 
oportunidades ha establecido que el legislador tiene la facultad de restringir o limitar 
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el carácter salarial de una retribución, y en específico respecto de la Bonificación de 
Actividad Judicial ya se ha decantado que es plenamente legal y legítima la restricción 
de carácter salarial dispuesto en la norma que la crea, siendo improcedente la solicitud 
de la parte demandante, que trata de abrir debate jurídico sobre un tema ya 
decantado por las altas cortes.  
 
En este orden, teniendo en cuenta todos los argumentos esbozados en esta 
contestación, esta Entidad considera que las pretensiones planteadas por la parte 
demandante están llamadas a fracasar. 
  

PETICIÓN 
 
Solicito a su Despacho, de manera respetuosa y por las anteriores razones, se procure 
un fallo que deniegue todas las declaraciones y condenas solicitadas en la demanda.  
 

PRUEBAS 
 
De conformidad con el parágrafo 1º. Del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, respecto 
a los antecedentes administrativos, se observa que el demandante aportó la 
documental suficiente relacionada con el hecho generador de la demanda, la cual 
respetuosamente solicito sea tenida en cuenta. Sin embargo y en cumplimiento a la 
citada norma, aporto mensaje Outlook mediante el cual se solicitaron los antecedentes 
a la Dra. Sandra Milena Sierra Peñaloza del Nivel Central de la Fiscalía General de la 
Nación, con solicitud de envío al Despacho y apoderados dentro del proceso. 
 
Así mismo, me permito indicarle al Despacho, que si el señor Juez considera que se 
debe aportar otros documentos del demandante en forma inmediata esta defensa 
estará presta a atender su solicitud.  
 
 

ANEXOS 
 
Acompaño al presente memorial los siguientes: 
 
- Poder para actuar y sus anexos. 
- PDF Mensaje Outlook 
- foto del mensaje de datos remitido para otorgarme poder en cumplimento del 

artículo 5 de la Ley 2213 de 2022. 
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NOTIFICACIONES 

 
Las recibiré en la Diagonal 22 B No. 52 - 01, Edificio C Piso 3º, Ciudad Salitre, Bogotá, 
Dirección Jurídica de la Fiscalía General de la Nación o en la Secretaría del despacho. 
Correos para notificaciones judiciales: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co y 
myriam.rozo@fiscalia.gov.co 
 
Cordialmente, 

 
MYRIAM STELLA ROZO RODRÍGUEZ 
CC 51.961.601 de Bogotá 
TP. 160.048 del CSJ 

http://www.fiscalia.gov.co/
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Myriam Stella Rozo Rodriguez

De: Myriam Stella Rozo Rodriguez
Enviado el: lunes, 20 de febrero de 2023 4:30 p. m.
Para: Sandra Milena Sierra Peñaloza; Jose Alvaro Caicedo Munoz
CC: Miguel Mauricio Torres Baquero
Asunto: SOLICITUD ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS HECTOR EMILIO LEIVA OROZCO

Importancia: Alta

Buenas tardes, espero se encuentre bien.   

En atención al proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2022-00215, instaurado por el doctor
HÉCTOR EMILIO LEIVA OROZCO,  identificado con cédula No.19.355.317 que cursa en el JUZGADO
DIECISEIS  ADMINISTRATIVO  DE BOGOTÁ, de conformidad y en virtud de la obligación contenida en el
parágrafo 1º del artículo 175 del CPACA, comedidamente solicito se envíe  los siguientes documentos del
expediente administrativo, el cual se surte con ocasión de la reclamación del pago de prestaciones sociales
de la Bonificación por Actividad Judicial  - Decreto 3131 de 2005. 

 Copia de la reclamación administrativa realizada por el apoderado del demandante Rad. 
20201190013232 del 07 de febrero de 2020, con la respectiva fecha de recibido. 

 Copia del radicado 20205925920001921 del 13 de febrero de 2020, mediante el cual se
resolvió la reclamación administrativa sobre la Bonificación por Actividad Judicial – Decreto
3131 de 2005 con la respectiva fecha de notificación. 

 Copia del radicado 20201190013222 07 de febrero de 2020, con la respectiva fecha de recibido.
 Copia del radicado 20205920002011 del 14 de febrero de 2020, mediante el cual se resolvió

la reiteración de la reclamación administrativa sobre la Bonificación por Actividad Judicial –
Decreto 3131 de 2005 con la respectiva fecha de notificación 

 Copia del recurso de reposición en subsidio apelación con la respectiva fecha de recibido  
 Copia de oficio o resolución mediante la cual se resuelve el recurso de reposición con la

respectiva notificación 
 Extracto de hoja de vida del Dr. HÉCTOR EMILIO LEIVA OROZCO 
 Devengados y deducidos del año 2017 en adelante. 

Por favor dar respuesta directamente al Juzgado Dieciséis Administrativo de Bogotá al correo
electrónico  correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co con copia apoderado de la parte demandante
ancasconsultoria@gmail.com 

Agradezco enviar también copia al correo: myriam.rozo@fiscalia.gov.co apoderada de la FGN en el proceso. 

Anexo: Auto admisorio de la demanda en dos (2) folios  

Agradezco su atención. 

Cordialmente, 

Myriam Stella Rozo Rodríguez 

 
 



 
Señor 

JUEZ DIECISEIS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

E.S.D. 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  HÉCTOR EMILIO LEIVA OROZCO 

RADICADO:   11001333501620220021500 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, domiciliada en la Ciudad de Bogotá, identificada 

con la Cédula de Ciudadanía No. 30.881.383 de Arjona – Bolívar, en calidad de 

Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos, 

debidamente designada mediante oficio 20221500004773 del 30 de marzo de 2022, en 

los términos de la delegación efectuada por el Señor FISCAL GENERAL DE LA 

NACIÓN, mediante el artículo décimo de la Resolución N° 0-0259 del 29 de marzo de 

2022, documentos que anexo al presente escrito, atentamente manifiesto que confiero 

poder especial, amplio y suficiente a la Doctora MYRIAM STELLA ROZO RODRIGUEZ, 

abogada en ejercicio, identificada con la C.C. 51.961.601, Tarjeta Profesional No. 

160.048 del C.S.J.,  para que represente a la FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN, en 

el proceso de la referencia. 

 

La Doctora MYRIAM STELLA ROZO RODRIGUEZ queda investida de las facultades 

consagradas en el artículo 77 del Código General del Proceso y en especial para, sustituir, 

conciliar total o parcialmente, recibir, presentar recursos ordinarios y extraordinarios y 

en general para adelantar las diligencias tendientes al cabal desarrollo del presente 

mandato. 

 

Solicito respetuosamente se reconozca personería a la doctora MYRIAM STELLA ROZO 

RODRIGUEZ en los términos y para los fines que confiere el presente poder. 

 

El correo institucional del abogado es myriam.rozo@fiscalia.gov.co, el correo 

electrónico para notificaciones judiciales, comunicaciones, citaciones, traslados o 

cualquier otra actuación que se realice a través de un mensaje de datos es 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  

 

De Usted, 

 

 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO 

Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica 

Dirección de Asuntos Jurídicos 

 

Acepto: 

 

 

 

MYRIAM STELLA ROZO RODRIGUEZ 

C.C. 51.961.601 

T.P 160.048 del C.S.J. 

 

 

 
Elaboró Rocio Rojas R.- 
20-2-23 
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